Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 

(Es la hora 15 y 14 minutos) 

Corresponde nombrar Presidente ad hoc. 
SEÑOR LORIER.- Propongo al señor Senador Baráibar. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 5. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia el señor Senador Baráibar) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 15 y 14 minutos) 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado tiene el gusto de recibir a la 
delegación del Directorio del Banco de la República, que brindará un informe sobre la aplicación de la 
Ley N* 18.219, de 20 de diciembre de 2007, relativa al régimen de cancelación de créditos 
agropecuarios. En la tarde de hoy nos visitan el Segundo Vicepresidente del referido organismo, señor 
Vázquez Franco, el Secretario General, Doctor Borrelli Marchi y el Gerente de Recuperación de Activos 
Agropecuarios, señor Carlos Félix. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Hemos aceptado la invitación que nos formuló la Comisión, para informar sobre 
un tema específico como es la aplicación de la ley relativa a la cancelación de créditos agropecuarios, 
aprobada por el Parlamento a fines del año pasado. En lo personal, he trabajado algunos años en el 
área de recuperación de activos y, en este momento, en el Directorio estamos analizando la forma en 
que se implementará el proceso de puesta en práctica de esta norma. 


Por todo ello, agradezco la invitación que se nos ha hecho y como representante del 
Directorio del Banco de la República, estoy a sus órdenes para lo que quieran preguntar. En la tarde de 
hoy, me acompañan el Secretario General de la institución y el Gerente del Área de Recuperación de 
Activos Agropecuarios. Me interesa reiterar que en este momento nuestra institución está 
implementando la aplicación de la norma mencionada, que fue promulgada el 31 de diciembre. 


Cabe aclarar que, por nuestra parte, estábamos esperando la acción de otras instituciones 
porque, en realidad, no le corresponde al Banco de la República la aplicación de esta ley, sino a 
República AFISA, que es nuestra fiduciaria. De todas maneras, el Banco se ha comprometido a darle 
su apoyo para que esto tenga el mayor diligenciamiento posible, sobre todo tratándose de una 
propuesta innovadora. Por cierto, hay aspectos cuya resolución es muy difícil, en especial la 
negociación de algunos bienes que están grabados en los que, fundamentalmente, están incidiendo 
otros gravámenes y otras deudas. En esos casos, la solución pasaba por la subasta, pues de pronto 
esa era la única manera de lograr la negociación o la venta del bien en cuestión. 


Como dije antes, además de República AFISA había otras instituciones. Entonces, lo que 
hicimos fue esperar la posibilidad de que se aprobara un decreto reglamentario de esta ley, de tal modo 
que el Banco de la República no actuara aplicando determinados criterios y plazos, sin saber qué se 
está haciendo, por ejemplo, a nivel del área de Fondos de Recuperación del Banco Central, que es una 
de las instituciones a las que también le compete la aplicación de esta ley. 


Dada la complejidad de algunos aspectos de esta normativa, se han recabado los 
correspondientes informes jurídicos, a efectos de visualizar los problemas que se pueden presentar e ir 
atendiéndolos. En principio, la ley no establece una obligatoriedad, sino que lo que allí se dispone es 
de carácter facultativo, tanto para el acreedor como para el deudor. Ahora bien, desde el punto de vista 
del Banco de la República, pretendemos que esto tenga la mayor difusión posible, a efectos de facilitar 
todo el proceso. 


Por otro lado, aunque tampoco es obligatorio, se han realizado contactos con el Instituto 
Nacional de Colonización, pues también juega un papel importante en la posible implementación de 
esta ley. Concretamente, dado que estábamos en pleno verano, recién la semana que viene -la idea es 
que sea antes del 30 de abril- el Banco, a través de República AFISA, hará un llamado para que se 
presenten todos los deudores que estén interesados. El Banco de la República va a facilitar, a través 
de todas sus dependencias, la posibilidad de presentarse en el lugar donde tuvo origen la deuda, 
algunas de las cuales ya están radicadas, como dije, en República AFISA. Reitero, la idea es que lo 
puedan hacer en cualquier dependencia del Banco, pero lo mejor sería que lo hicieran donde estuvo 
originalmente la deuda. Por tal motivo, se va a realizar un llamado para que los interesados se puedan 
presentar en un plazo determinado. 


Paralelamente, el Banco va a ofrecer un apoyo especial a República AFISA en todo este 
proceso, a través de sus servicios técnicos, ya que resulta imprescindible ser cuidadoso en el 
cumplimiento de los requisitos que deben darse para ver si se está o no comprendido; a tales efectos, 
se adoptará un criterio para que no haya discrecionalidades y para que se cumpla estrictamente con la 
normativa. Entonces, los servicios del Banco, a través del área técnica del agro -tal vez los ingenieros 
agrónomos- harán los informes técnicos. Creo que al día de ayer -luego les podré dar los detalles 
concretos- se han presentado, a nivel de República AFISA, ocho solicitudes, y en las dependencias del 
Banco de la República hay otras cuatro más. La idea es que las notas que se han presentado se 
perfeccionen a través de este llamado, porque necesitamos algún tipo de requerimiento por parte del 
deudor expresando, no sólo la voluntad de entrar en esta operativa, sino también definir algunos 
aspectos como, por ejemplo, si es el titular o si figura con otras personas, etcétera. En fin, son 
aspectos necesarios para transitar por este camino. 


Lo que puedo adelantar es que hay una decisión -de acuerdo con los informes jurídicos y 
técnicos existentes, como también con los procedimientos ya definidos- para que se facilite el 
relacionamiento entre el Banco y República AFISA, como así también que el deudor no tenga que 
andar de un lado para el otro. Lo que falta definir es el llamado que, probablemente, se efectúe la 
semana que viene, visto que del resto de las instituciones que estarían comprendidas en este tema, no 
hemos tenido noticias en ningún sentido. Entonces, nuestra idea es caminar por el lado de los 
fideicomisos del Banco de la República, que creo es el monto que existe. A ese respecto, hemos tenido 
información de cuál sería el total eventual de deudores que potencialmente podrían presentarse. 
Tenemos una información muy concreta de cuáles serían aquellos que no han resuelto su situación con 
el Banco y que, existiendo alguna hipoteca o algún embargo, serían los que tendrían posibilidad de 
presentarse. Como dije, se han presentado muy pocos; pero nuestra idea no es tomar algún tipo de 
procedimiento, como puede ser el del remate. Es más, para que quede claro, quiero decir que hubo un 
caso en el que se había fijado fecha de remate -antes de la feria- para fines de abril, pero la persona 
presentó una nota en los primeros días de este mes y el Banco suspendió el procedimiento. Así se 
refleja que de ninguna manera el hecho de que alguien haya manifestado voluntad de entrar en esta 
operativa implica que no se tomen medidas judiciales. Las medidas judiciales no indican que los 
procedimientos estén suspendidos; el Banco procede con carácter general ante aquel que no ha 
llegado a arreglos y estamos exigiendo que todos tengan procedimientos judiciales. Es decir, aquel 
deudor que no ha hecho arreglos hasta fin de año, necesariamente debe haber iniciado procedimientos 
judiciales, y de todos modos, en los casos que se presenten amparados en esta ley, se va a proceder a 
la fijación de fecha de remate, mientras no se defina realmente el acuerdo. 


Por otro lado, la ley presenta algunos aspectos de aplicación que habría que analizar con 
mayor profundidad. Adelanto uno, que tiene que ver con el hecho de que se considere la deuda según 
sea mayor o menor al valor del bien. Allí se han presentado situaciones en las que los deudores tienen 
hipotecas muy menores al valor de la deuda, y la primera pregunta que han hecho a los compañeros 
encargados del fideicomiso es cómo arreglan por el resto de la deuda. La respuesta es que por ese 
monto no se va a solucionar nada. Entendemos que en estos casos, hay que mostrar voluntad de 


buscar condiciones con la mayor flexibilidad posible para el saldo de la deuda. Existen muchos casos 
en los que, además, se presentan garantías prendarias. En definitiva, de alguna manera hay que 
atender al resto de la deuda. De todos modos, estos son aspectos que iremos considerando con el 
análisis caso a caso de cada solicitud. 


Quedamos a las órdenes para responder las preguntas que deseen formular los señores 
Senadores. Manifestamos que es nuestra voluntad entrar lo más rápidamente posible en esta vía y da 
la sensación de que el Banco así lo quiere porque cree que realmente es una solución para viabilizar 
aquellos casos que de otra manera no tenían solución porque se pretextaba, por ejemplo, que no se 
podía vender. Entonces, esta es una idea innovadora para contemplar a los que puedan ingresar en 
este mecanismo. 


SEÑOR MUJICA.- La preocupación surgió, sencillamente, ante los requerimientos de algunas 
personas que, oportunamente, concurrieron a agencias del interior y allí se encontraron con que el 
personal que las atendía no tenía idea del mecanismo y no les podían responder nada. Consultamos 
en el Ministerio de Economía y Finanzas si esto se había reglamentado y se nos respondió que no se 
necesitaba reglamentación. Esto nos dejó alguna interrogante -porque no se trata de una ley tan 
simple, sino que tiene sus bemoles- y nunca quedamos muy convencidos de eso. 


Descontamos que no se va a presentar una multitud a ampararse en la ley, pero cuando lo 
hacían en algunas unidades del interior, reitero, daba la sensación de que el personal no estaba ni 
enterado de ella. Esto depende de la diligencia del propio funcionario y de si atiende a la persona 
burocráticamente o si eleva los informes y realiza las consultas en forma acorde con la mecánica del 
Banco. Entonces, acá quedamos librados al buen espíritu que pueda tener un funcionario. 


En este caso tenemos dos partes: una de ellas tiene que ver con el funcionamiento del 
Banco, y en este caso sería deseable que cuando la gente se presente en la ventanilla, en general, los 
funcionarios tengan una respuesta para darle o, por lo menos, un “trillito”, es decir, que le indiquen cuál 
es el camino -realmente, nos parece que eso sería útil-; y la otra parte está relacionada con el Instituto 
Nacional de Colonización. Hablamos con sus autoridades y nos pareció que no estaba involucrado en 
el asunto, razón por la cual creemos que habría que hablar con ellos nuevamente. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Está prevista una reunión para hoy o mañana, pero nos da la sensación de que 
se ha venido dilatando porque ellos ni siquiera han analizado el tema jurídicamente. Nosotros ya 
tenemos un informe jurídico, y nos parece un complemento necesario cuando el deudor accede o 
quiere participar en esta operativa; si el Banco está dispuesto a permitírselo y cumple con los 
requerimientos, juega un papel importante por la garantía que se le puede requerir al Instituto Nacional 
de Colonización. Es facultativo porque dice “podrá”. Ante el pedido que pueda hacer la institución 
acreedora, eventualmente, para que se garanticen los arrendamientos o el crédito de uso -ésta es la 
otra opción- tiene que haber una garantía dada por el Instituto Nacional de Colonización. Entendemos 
que las dos instituciones deben apuntar a lo mismo, es decir, a viabilizar el tema. Uno no puede pensar 
en formalizar, aceptar una dación en pago del bien, llegar a un acuerdo y, al requerir la conformidad o 
la garantía que nos tiene que dar el Instituto Nacional de Colonización en el caso de un arrendamiento, 
éste se niegue a darla. Creo que en ese aspecto deben estar alineados. 


Nosotros tenemos voluntad, pero el señor Senador sabe cómo son las cosas. Esperamos un 
poco por tratarse de un decreto reglamentario, para no largarnos por cuenta propia -ya que había otras 
instituciones vinculadas, de acuerdo con el artículo 1* de la ley, a pesar de que es facultativo y no está 
obligado- por el tema de establecer plazos y fijar condiciones o definiciones; pero el Banco no espera 
más y creo que vamos a atender a los que mayormente puedan presentarse. 


Respecto al interior, por más que se diga que eso lo va a tratar República AFISA, porque 
prácticamente le corresponde todo, la idea es que todas las dependencias del Banco tomen una 
decisión y se abra un llamado público para que se presenten todos los deudores en el marco de la ley. 
De acuerdo con lo conversado días atrás, la meta tiene que ser el 30 de abril. Los otros aspectos que 
no estén definidos con el Instituto Nacional de Colonización caminarán en forma paralela y los iremos 
viendo sobre la marcha, porque si vamos a esperar que todo esté aceitado, va a ser muy complicado. 


Creo que hay una primera etapa muy importante, que es analizar lo que significa el 
cumplimiento de todos los requerimientos, es decir, estudiar los informes técnicos, ver si el productor 
realmente está en el campo, en qué condiciones se encuentra, considerar el tema de la deuda, el valor 
que podemos estimar independientemente de que después va a aparecer la oficina de Catastro en el 
medio, por los valores que habrá que pedir; pero a priori vamos a tener idea de qué se trata para saber 
si está en el marco de una deuda menor al bien que nos da -en ese caso, el deudor tiene la carga de 
levantar todos los embargos que tenga con otros acreedores- o si el bien es menor a la deuda, en cuyo 
caso tenemos que negociar y hablar de cuáles serían las posibilidades. Nosotros vamos a dar todo el 
plazo que sea necesario para viabilizar el tema porque no tendría sentido, por un lado, aceptar una 
dación en pago o tener la voluntad de aceptar un mecanismo de este tipo y, por otro, poner trabas, 
ejecutar o apretar por el saldo de la deuda. Eso el Banco no lo va a hacer. 


Como señalé al principio de esta reunión, desde el punto de vista jurídico, a nadie que haya 
presentado esto se lo va a ejecutar mientras no se defina el tema. Si aparece algo que no esté de 
acuerdo con lo que dije, solicito que me avisen, porque existe la voluntad -como se hizo en algunos 
casos concretos la semana anterior- de que no se suspenda el remate. 


SEÑOR SARAVIA.- Antes que nada, agradezco la presencia de los representantes del Banco de la 
República. 


Por supuesto que la preocupación principal de los miembros de la Comisión era que el Banco 
-que quizás es la cara visible en el tema del desarrollo productivo del país- diera una señal fuerte para 
que los interesados supieran que la institución tenía la intención de participar en esta operativa. En ese 
sentido, los representantes del Banco nos dicen ahora que en los próximos días van a emitir un 
comunicado, lo que es muy importante para que la gente que se manifestó en el Parlamento -que 
planteó la necesidad que tenía de acogerse a este proyecto de ley- se entere de que está vigente esta 
operativa. Después vendrá la etapa de negociación entre el deudor y el acreedor, en la que plantearán 
las pautas que acuerden. 


Quiero comentar a los representantes del Banco una línea de pensamiento que refiere al 
espíritu que tuvieron los redactores de esta ley. Cuando consultamos al Ministerio de Economía y 
Finanzas respecto a la reglamentación de la ley, se nos manifestó que no era necesaria, aunque 
nosotros entendíamos que se requería un decreto reglamentario por dos aspectos que habíamos 
expuesto en el fundamento de la ley. 


Básicamente, en la ley se tomaba como base de negociación el recálculo de las pautas del 
Banco de la República desde el 1? de enero de 1999 hasta el 31 de diciembre de 2004, y el recálculo 
consistía en el 6% lineal, que fue lo que en definitiva planteó la institución. Asimismo, se establecía que 
el productor con hipoteca a cargo del Banco, hiciera una dación en pago de la cancelación de la deuda 
y ahí comenzaba un régimen de financiación cuyo valor de interés estaba basado en los Bonos y en la 
amortización, y no era menor a un 50%. En el caso de que el productor optara por la renta, se seguía 
otro mecanismo mencionado en la ley. 


Básicamente, en este planteo aparece el Instituto Nacional de Colonización como una 
segunda instancia. Nosotros interpretamos que el principal actor de esta ley debía ser el Banco de la 
República como creador de un nuevo fideicomiso. Entendíamos que el propio Banco armaba su 
fideicomiso de tierras y, en ese caso, hacía la dación en pago de la deuda. Cuando analizamos este 
tema con los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, hubo una larga discusión durante 
varios meses porque no se trata de una ley clásica de endeudamiento, sino que tiene características 
especiales a fin de mantener a los productores trabajando en el agro. En ese sentido, consideramos 
que la línea de trabajo, en este caso, debía apuntar a la cancelación de la deuda de dación en pago y a 
partir de ello se creaba un nuevo fideicomiso que tomaba esa proyección y poníamos al Instituto 
Nacional de Colonización como tomador de una deuda que se caía. En otras palabras, en el momento 
en que la deuda cae y el deudor no puede cumplir, la tierra pasa al Instituto y, por lo tanto, éste se hace 
responsable de la caída de dicha deuda. En un principio, la instrumentación fundamental de la 
cancelación, en este caso, la harían el Banco de la República y su fideicomiso. 


Quería hacer estos comentarios para intercambiar algunas ideas con los representantes del 
Banco, ya que como no hay un decreto reglamentario, tendrán que instrumentar las pautas y también 
la reglamentación de la ley. 


El otro aspecto que me gustaría considerar ya fue mencionado por ustedes en la tarde de 
hoy. Es lógico que cuando la garantía hipotecaria de cancelación de deuda por dación en pago no 
alcance el monto de la deuda -que sería de O a US$ 250.000, de acuerdo con lo que establece la ley- 
el deudor va a tener que aportar otras garantías por el resto de la deuda o hacer la cancelación del 
resto de la deuda. De esta forma, con la cancelación o la garantía por el otro componente de la deuda, 
podrá entrar en el régimen de los veinte años. Creo que eso queda claro y me parece que sería bueno 
incluirlo en el informe. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- De los pocos que se han presentado, cuando se les ha planteado que van a tener 
que pensar en cómo van a atender el saldo de la deuda o qué idea tienen al respecto, nos han dicho 
que de eso no van a pagar nada; son temas que habrá que aclarar. 


SEÑOR SARAVIA.- Creo que eso es por falta de información. Desde el momento en que se haga un 
llamado y se brinde la información completa, pienso que eso va a quedar aclarado. 


El otro aspecto sobre el que me gustaría consultarlos -que es un componente de la 
estructura, del armado de la ley- tiene que ver con qué pasa cuando el deudor se presenta al Banco, 
las dos partes acuerdan y se cancela la deuda con una hipoteca superior al valor. Quisiera saber si ahí 
el Banco puede liberar hipoteca, por ejemplo, suponiendo que la deuda fuera de cien mil y que hay dos 
padrones que valen cuatrocientos mil. Esta es una de las consultas que quería hacer. 


La otra inquietud, que también se mencionó cuando se habló con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, tiene que ver con la posibilidad de que esa dación en pago con un valor superior en ese 
Fondo de Tierra, mejorara el perfil de la amortización de la deuda. 


En definitiva, estos son los dos aspectos que se trabajaron en la ley y quería trasmitirlos a 
nuestros visitantes para saber si los están considerando. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Estamos de acuerdo. Se trata de esas zonas grises que habría que definir bien. 
En lo personal pienso que, efectivamente, tendría que haber elementos diferentes; no es lo mismo 
cuando existe amplitud en cuanto al bien que se entrega. A pesar de que la ley no lo dice 
expresamente, creo que habrá que buscar soluciones en este sentido, y por eso me parece que la 
consideración caso a caso es muy importante. 


SEÑOR SARAVIA.- Eso lo marca la ley. Es imposible, en una negociación de voluntades, que no exista 
una consideración caso a caso, con detalles de la propiedad, de la hipoteca, de los embargos, 
etcétera. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Efectivamente. Incluso, esto se puede ver hoy en día en que, de repente, se dan 
situaciones que, si se compara cómo era hace dos años y cómo es ahora, se nota que han cambiado 
sustancialmente con respecto al valor. O sea que se están dando situaciones que uno ve que son 
cambiantes. No obstante, habrá que analizarlas en el momento en que esto se formalice. 


SEÑOR GALLINAL.- Cada vez que se aprueba un instrumento de refinanciación o de facilitación para 
el cumplimiento de las obligaciones por parte de los deudores bancarios y, en particular, del sector 
agropecuario, siempre nos enfrentamos al mismo problema. Me refiero a que, a veces, los 
instrumentos son un poco complejos o se establecen algunas características muy específicas, por lo 
que el deudor no termina de saber exactamente si se beneficia o no por las nuevas leyes, y los 
gerentes de los bancos tampoco conocen en profundidad el alcance de las disposiciones. Este es un 
tema recurrente; desde 1985 hasta hoy, cada vez que hemos aprobado normas de estas 
características, hemos tenido ese tipo de problemas. A veces de un lado del mostrador se dice que en 
los bancos no se comunica suficientemente, y del otro lado se dice que los deudores no están bien 
informados. 


Entonces, no me sorprende este problema y me parece que todos debemos hacer un 
esfuerzo por ver en qué forma, efectivamente, logramos que estos instrumentos se conviertan en 
herramientas eficaces para los fines para los cuales se aprobaron. 


En lo que me es personal, a esta iniciativa la llamo como de refinanciación, aunque también 
me consta que el señor Ministro de Economía y Finanzas quiso poner énfasis, cuando se aprobó el 
acuerdo, en que no lo era. No será una refinanciación, pero sí es una facilitación para que los deudores 
pudieran cumplir con sus obligaciones y, en definitiva, termina siendo lo mismo. 


Ahora bien, advierto en la conversación que se ha dado aquí, en la Comisión, en las 
expresiones del señor Vicepresidente del Banco y, en particular, en las manifestaciones del señor 
Senador Saravia, que tenemos una diferencia conceptual importante con respecto al proyecto. ¿Por 
qué digo esto? Porque el señor Vicepresidente dijo, en su primera exposición, que en aquellos casos 
en que el valor de la garantía fuera notoriamente inferior al valor de la deuda, se descarta de plano la 
aplicación de este instrumento, salvo que se ofrezcan determinadas garantías respecto al cumplimiento 
de la otra parte de las obligaciones, lo que fue, en alguna medida, aceptado por el propio señor 
Senador Saravia. 


La ley se refiere específicamente a este tema y, concretamente, el artículo 3% dice: “En las 
situaciones previstas en el artículo anterior, cuando alguna de las entidades mencionadas en el inciso 
primero del artículo 1% de la presente ley, o fideicomisos creados por éstos, tengan primera hipoteca 
sobre el inmueble del deudor o cuando sean primeros embargantes del deudor, y el crédito sea 
superior o igual al valor del bien, la dación en pago del inmueble por el deudor producirá, de pleno 
derecho y por imperio de la ley, la cancelación de todos los gravámenes, embargos e interdicciones 
que afectaren el bien dado en pago, que sean anteriores a la fecha que se concrete la dación”. 


Es verdad que el artículo 1% establece solamente una facultad; las instituciones no están 
obligadas a aceptar el instrumento. Es claro que la ley tampoco podía establecer la obligación, porque 
en ese caso debería haberse introducido en aspectos demasiado específicos; pero me parece muy 
claro que la ley está mucho más pensada para los casos en que el valor de la deuda supere el valor de 
la garantía que para los otros. De lo contrario, esta norma no tiene razón de existencia, porque cuando 
el valor de la garantía supera el valor de la deuda, el Banco no tiene absolutamente ningún interés en 
renegociar nada y muy probablemente el deudor buscará otros mecanismos de solución. Es decir que 
este texto, básicamente, está pensado para los casos en que el valor del bien en garantía es inferior al 
valor total de la deuda. 


¿Esto quiere decir que necesariamente haya que exigirle al deudor garantía por el saldo, 
cuando la disposición especificamente establece, además, que caen todas las deudas? Por supuesto 
que el Banco tiene derecho a exigir que se garantice el plus, pero me parece que esa no era la filosofía 
con la que se aprobó la norma. En su momento se pensó en el caso de una empresa agropecuaria -la 
mayoría son de carácter familiar- que con el correr del tiempo es viable económicamente, pero que hoy 
está virtualmente quebrada, porque tiene un pasivo claramente superior a su activo. Por lo tanto 
necesita un instrumento, una muleta para poder caminar durante un plazo de veinte años, por ejemplo, 
y en el correr de ese tiempo cumplir con sus obligaciones. Pero para ello tendrá que arriesgar todo, es 
decir, deberá entregar su patrimonio a la institución con el propósito, el objetivo y la intención de 
recuperarlo al cabo de los años, en función de su trabajo y de ir cumpliendo parcialmente con sus 
obligaciones. 


Aclaro que no fui autor del proyecto -simplemente lo voté porque me pareció que era un 
instrumento interesante- pero creo que tanto la institución como los deudores van a pensar en función 
de que el valor de la garantía va a estar por debajo -y a veces muy por debajo- del valor de la deuda y 
en consecuencia se necesita recurrir a un instrumento de estas características. 


Por eso me sorprendían un poco algunas de las afirmaciones que aquí se han hecho. No sé si 
se dijo que hasta ahora se habían presentado cuatro y, si entendí bien, me parece muy loable que en 
uno de los casos, en que había acciones judiciales muy avanzadas, éstas se hayan suspendido a 
efectos de estudiar la situación. Me parece que ese es un proceder por demás correcto; pero, en esa 
línea de razonamiento, contraria a la que estoy expresando, me parece que esta ley no va a tener 


ninguna aplicación; no va a encontrar clientes. Creo que no va a haber, ni de un lado ni de otro, nadie 
que quiera ingresar en una solución de estas características. Digo esto porque no es menor el hecho 
de entregar los bienes inmuebles de los que se es titular, bajo determinadas condiciones que podrán 
cumplirse o no en el correr de los próximos tiempos. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Quizás mis palabras fueron mal interpretadas y por eso quisiera aclarar que de 
ninguna manera se nos ha ocurrido pedir garantías adicionales para refinanciar el pago del saldo de la 
deuda. No lo hemos hecho en todo este proceso de aplicación de las pautas que hubo a partir del año 
2005, y menos aún las estaríamos pidiendo ahora, ante situaciones que entrañan la entrega de un bien 
al Banco. 


Nuestra voluntad es, en caso de que exista un remanente de deuda, ser lo más flexibles y 
ofrecer, con la mayor amplitud, la posibilidad de atender el saldo de esa deuda. Los casos en que ya 
existe una garantía quedan así. Incluso, tenemos la cifra del monto de prenda constituida de los casos 
ya presentados, pero no se nos ocurre pedir refuerzos. Insisto en que no lo hemos hecho en ningún 
caso durante el proceso de refinanciación y, prácticamente, sería algo excepcional. Nunca pasó por 
nuestra mente exigir al deudor más garantías ante una situación de este tipo; menos aún cuando se 
está entregando un bien en dación en pago. 


De todos modos, me gustaría saber cómo se va a atender el pago del saldo de la deuda. 
Algún deudor ha creído que no tiene que atender el saldo de la deuda que queda, luego de haber 
deducido el valor de la dación en pago. Nosotros pensamos que hay garantías constituidas en estos 
casos y que hay que atender esos saldos de deuda. En cada caso se va a estudiar el saldo, pues 
existen situaciones en las que la propia condición del deudor a veces ni siquiera amerita pedirle por 
ese saldo de deuda, o que se haga un tratamiento muy excepcional. A veces hemos tenido que dar 
algunas soluciones solo por el valor del único bien de la persona y hemos tenido que hacer quitas 
reducidas simplemente al valor de ese bien que posee; pero en el caso de una persona que está 
entregando un bien en dación en pago, no se nos podría ocurrir exigir más garantías. 


Hay que analizar cada situación y ver lo que corresponde. Cuando existe prenda sobre el 
ganado o sobre la maquinaria, de alguna forma el deudor habrá de atender ese saldo de la deuda y 
será tratado, además, con la mayor flexibilidad y dentro de un tratamiento excepcional en cuanto al 
cálculo, porque no se va a pedir deuda con mora u otra cosa por el estilo. Hago hincapié en que vamos 
a aplicar las disposiciones dentro de la más amplia generosidad. 


SEÑOR MUJICA.- Quienes en alguna medida hemos estado involucrados durante bastante tiempo con 
este tema, siempre tuvimos la certeza de que en el mediano y en el largo plazo -de hecho, aquí 
hablamos de un largo plazo- los factores de deuda son pagados por la capitalización más que por otros 
motivos. El bien tierra es tan especial y sus características son tan específicas, que si acudimos a la 
historia económica del Uruguay de muchos años atrás, nos damos cuenta de que el eje de la 
rentabilidad de lo agropecuario, en el largo plazo, ha sido la capitalización. 


Lo que hemos vivido en los últimos años ha sido explosivo. Quienes nos movíamos con la 
estadística histórica teníamos la impresión de que el precio de la tierra tendía a subir cada veinte años 
a un ritmo del 3% o el 4% acumulativo anual. Este valor no era despreciable y hasta donde la memoria 
me responde, puedo decir que en nuestra historia el precio de la tierra bajó tres veces. En este país, 
cuando la tierra baja, es consecuencia de una crisis abismal, pero en el largo plazo esas anomalías 
coyunturales se corrigen y la historia vuelve por sus fueros. Entonces, no sé si en los casos en los que 
hoy no existen garantías, dentro de veinte años tendrán de sobra. Es decir que el valor que va a 
retener el Banco va a cambiar. 


El error estratégico más grande que cometió el Banco de la República ocurrió en los años 
2001 y 2002 -obviamente, estaba exigido por otras circunstancias- y fue no haber retenido ciertos 
valores. De haberlo hecho, en este momento sería algo fenomenal. Se vendieron tierras a US$ 300 y 
hoy valen US$ 3.000; realmente, no hay ningún negocio en el país que haya dejado esa tasa de 
ganancia. 


Algunos de estos casos hoy pueden contar con una garantía débil frente a la deuda que 
tienen, pero no sé qué puede pasar mañana. Anteayer se arrendó un campo en Soriano, a través de 
una licitación, a US$ 401 la hectárea y en este momento hay arrendamientos en San José en los que 
se paga US$ 300 y el 20% de la cosecha. Espero que esta locura no continúe porque, cuando las 
cosas son tan así, en algún momento el globo se desinfla. De todas maneras, hay un cambio 
fenomenal. 


En definitiva, lo que quiero decir es que en un plazo largo, el asunto de la garantía también 
puede cambiar. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: creo que no hay contradicciones con lo que dice el señor 
Senador Gallinal respecto a lo que establece la ley. Nosotros nos referíamos a la forma en que el 
Banco va a instrumentar la operativa cuando la deuda no alcanza a la garantía y hay otras garantías. 


Me gustaría preguntar al Directorio del Banco sobre un caso hipotético. Si un deudor no tiene 
garantías hipotecarias sino prendarias, la ley marca que se cancela la deuda con una dación en pago 
de su hipoteca. Quisiera saber si el deudor podría entrar en la operativa si sustituye la garantía con una 
hipoteca. En el caso de que las dos partes coincidan en que es posible la negociación, como la ley 
establece que es necesaria una garantía hipotecaria, si el deudor solo tiene una prenda en 
maquinarias, en ganado o en lo que sea, podría cancelar con la hipoteca y entrar en la operativa 
porque, de lo contrario, tendría que liquidar el campo o liquidar todo. Entonces, pregunto si el Banco 
estaría en condiciones de aceptar esa operativa. 


Por otra parte, hay un tema importante de negociación. El valor promedio de la hectárea en 
el año 2005 era, aproximadamente, de US$ 870 y hoy está en los US$ 1.600. Por lo tanto, cuando se 
pida la tasación de Catastro -que es la oficial- muchas de esas garantías van a tener una revalorización 
muy importante, por lo que van a permitir la cancelación de deudas. Sin embargo, a primera vista, 
parecería que no alcanza el patrimonio. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- En el caso a caso, la casuística puede ser muy grande. Fuera de las pautas, con 
algunos deudores hemos arribado a soluciones en las que nos hemos tenido que limitar al valor de 
realización de los pocos bienes existentes. Incluso hemos llegado a fórmulas por debajo del capital 
prestado, dando quitas muy importantes. Dentro de esas mismas pautas, a los deudores chicos se les 
hizo quitas de la mitad del capital. Es decir que no se les cargaba ningún tipo de interés y se cancelaba 
con el 50% del capital. Se trata de una casuística que se podrá analizar en su momento, respecto a la 
viabilidad. Tal vez, si el señor Presidente lo permite, el doctor Borrelli pueda apoyarme en los aspectos 
jurídicos a los efectos de interpretar la ley. 


SEÑOR BORRELLI.- Hay dos aspectos específicos a los que quería referirme, con respecto a la ley. 
En primer lugar, si bien parece que el universo de los que se pueden presentar, será de deudores que 
tienen una hipoteca otorgada a favor del Banco y, eventualmente, esa hipoteca o el valor del bien 
pueden ser inferiores a la deuda -la filosofía es que los productores permanezcan arraigados a la tierra; 
sin embargo, como una ejecución los podría sacar de allí, se pretende preservar esa filosofía para que 
ellos se queden, pudiendo trabajar a pesar de que, reitero, su deuda sea mayor- podría acontecer que 
se trate de un deudor que no tenga hipoteca. Puede darse el caso de un deudor que esté embargado y 
lo importante de esta ley es que, a través de una operativa compleja pero ingeniosa, eventualmente 
pueda dar su tierra -que podrá estar hipotecada o no- al fideicomiso o a los fondos y, concomitante y 
necesariamente, constituir un arrendamiento, un leasing operativo o un crédito de uso, tal como se le 
llama, a pesar de contar con una deuda superior con el propio acreedor, fiduciaria u otros acreedores. 


Ese era el otro aspecto que antes quizás no entendí bien, pero quería referirme a él por el 
artículo 3% Puede acontecer, y seguramente ocurrirá, que dicho universo esté formado por esas 
personas cuya deuda, como bien decía, sea mayor al bien y esta ley facilitará, sin llegar a un remate - 
ahí está la gran bondad de esta ley- levantar los embargos pero no cancelar el resto de la deuda. Es 
decir que el productor cancela parcialmente su deuda, otorga el bien, se mantiene en el campo y lo que 
hace el artículo 3%, a los efectos de facilitar la transferencia de propiedad -tal como ocurriría en un 
remate- porque de lo contrario no se podría hacer, es levantar todos los gravámenes que existen sobre 
el bien. Ahora bien, si hay otros acreedores del deudor, ellos seguirán siendo tales y eventualmente 


sucede lo mismo si la fiduciaria tenía un crédito mayor. Lo que sucede es que esos acreedores y la 
propia fiduciaria no podrán ejecutar ese bien dado en pago, por la sencilla razón de que una vez 
transferido a la fiduciaria ya no pertenece más al deudor. Por lo tanto, se asegura la permanencia de la 
persona en el campo, a pesar de que pudiera tener otra deuda; tendrá que negociar con los acreedores 
pero con la tranquilidad espiritual -por decirlo de alguna manera- de que el campo no se lo van a sacar 
porque lo estará trabajando. 


SEÑOR MUJICA.- Y con la intranquilidad, para los acreedores, de que no lo pueden sacar. 
SEÑOR BORRELLI.- Exactamente, señor Senador. 
No sé si contesté la inquietud, pero deseaba hacer esta observación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuántos deudores estiman ustedes que estarían en 
condiciones de poder acogerse a esta situación. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Tenemos un informe realizado al 31 de diciembre, donde se hizo un análisis para 
ver quiénes tenían hipotecas, sin tomar los de veinticinco hacia abajo porque, de alguna manera está el 
tema del Programa Rural y por eso nos acompañó también el señor Félix, que está trabajando en él. 


Hasta un monto de US$ 250.000, hay 492 deudores; habría 300 en el Fideicomiso l, 93 en el 
Fideicomiso ll y 87 en Fideicomiso lll del Banco. El monto del capital adeudado de esos 492 deudores, 
es de US$ 47:000.000 y el monto de las hipotecas -aclaro que no tenemos tasaciones y que luego voy 
a dar un dato parcial de los que se presentaron- es de US$ 31:000.00. Estas son las cifras relativas a 
esos 492 deudores que no habrían resuelto su situación y que poseen un capital de entre US$ 25.000 
y US$ 250.000, calculado en las condiciones que establece la ley. 


Por otra parte, podemos decir que hay ocho notas en el fideicomiso, es decir en República 
AFISA, y otras cuatro en dependencias de bancos. El capital adeudado de esos ocho, es de US$ 
975.000. La deuda, calculada y recalculada de acuerdo con la pauta -sin tasas de mora, etcétera- es 
de aproximadamente US$ 1:600.000 y tiene un valor comercial de hipotecado de US$ 1:021.000. En 
este grupo de ocho deudores, además de las hipotecas, hay prendas por un valor de US$ 400.000. 


Esta es, a grandes rasgos, la situación actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera realizar el siguiente comentario. Es cierto que esta ley fue aprobada 
el 20 de diciembre, muy a fin de año, con el verano por delante y todos los recesos posteriores; pero, 
también es verdad que cuando se aprueba una norma que resulta favorable para determinadas 
situaciones, la gente reacciona y se interesa por informarse. Eso es lo que se ve en otros órdenes de 
la vida, cuando la gente siente que una ley le brinda determinados beneficios o posibilidades. De todas 
maneras, estimo que el número de deudores y las cifras son lo suficientemente importantes como para 
que el Banco de la República y AFISA realicen una campaña para llegar a ellos de una manera eficaz. 
En ese sentido, pienso que en una de las dos puntas de la madeja se encuentran los gerentes, y si 
bien no pretendo decir a nuestros invitados qué es lo que se debe hacer, creo que hay que marcar en 
forma fuerte porque en el interior reiteradamente se nos dice que van a hablar al Banco, pero no se los 
informa y no se muestra demasiado interés. Debe quedar claro si los gerentes fueron convocados y se 
les dieron las instrucciones. Personalmente, creo que ya lo hicieron pero, reitero, debe quedar marcado 
con más rigor. 


Cuando discutimos esta iniciativa, le asignamos importancia al aspecto económico pero, 
también al gesto que debía tener el Banco de la República con los deudores para ofrecerle alguna 
posibilidad de solucionar el tema. Por supuesto, la contracara de esto es la gente que no lo quiere 
solucionar, cualquiera sea la situación, como el caso que se mencionó acá -palabras más, palabras 
menos- de quienes quieren arreglar por lo que tienen hipotecado pero no piensan pagar el resto. Este 
punto va a estar presente en toda la Legislatura y, probablemente, también en la campaña electoral del 
año que viene. Entonces, se debe demostrar que este procedimiento apunta a encontrar una solución 
accesible para aquellos deudores que quieren cancelar sus deudas y desean seguir trabajando en el 


campo. Y si no hay una solución, tiene que quedar claro que los que deben, no tienen intención de 
pagar en ninguna circunstancia, ni con las facilidades que se brindan. Esto es muy importante, tanto 
para el poder político como para nosotros, los parlamentarios. 


Entonces, si a quienes nos visitan les parece aceptable, quisiéramos hacer una exhortación 
en el sentido de que el Banco tome la decisión de gastar unos cuantos dólares para hacer una buena 
propaganda, con el fin de difundir todo esto y para que no solamente estén bien informados quienes 
estén comprendidos por este régimen, sino también la población y muchos otros que pueden no estar 
incluidos y no saber que existe una solución. Es un hecho que quienes hemos estado durante estos 
cuatro años -y seguramente seguiremos estándolo- atentos a dar soluciones legales -que tanto se 
reclamaron pero que hasta ahora no habíamos concretado porque entendimos que no era necesario, y 
la vida ha dado la razón en el sentido de que se podían seguir otros procedimientos, como el estudio 
caso a Caso o las circulares del Banco de la República que ofrecían facilidades, quitas y demás 
posibilidades- debemos reconocer que todavía queda un porcentaje de deudores de cierta importancia. 
Más allá del monto de la deuda y de que la cantidad de deudores no sea tan escasa, no se ha 
percibido una voluntad de pago. Ojalá nos equivoquemos y mañana podamos decir que lo que faltó 
fueron iniciativas adecuadas para que estos productores pudieran pagar y que finalmente se 
encontraron las fórmulas que lo permitan. También sería bueno que algún día podamos tener la certeza 
de que quienes deben, están dispuestos a hacer algún esfuerzo para pagar, y que no estemos 
simplemente ante deudores contumaces. 


En este momento, contamos con un instrumento legal de gran significación que trasciende 
mucho el monto económico a que refiere y que para nosotros, que estuvimos varios meses analizando 
el tema y considerando diferentes fórmulas, y que hemos arribando a una novedosa e ingeniosa, tiene 
también gran valor testimonial, porque a través de un instrumento legal se pretende otorgar facilidades. 
Entonces, lo que no queremos es que si luego de hacer una evaluación -entendemos que todavía no 
puede hacerse- por ejemplo, dentro de un año, no se llega a una conclusión, no se diga que esto 
sucede porque el Banco de la República no hizo lo que tenía que hacer. Entendemos que el Banco 
debe dar información suficiente a la población y también preparar a sus funcionarios para que tengan la 
capacidad de asesorar a quien corresponda, de una forma adecuada. 


Nos interesa hacer esta exhortación y además queremos pedir que periódicamente se 
informe a esta Comisión -quizás por medio de quienes nos visitan en el día de hoy o a través de 
comunicaciones escritas- sobre cómo está avanzando la instrumentación de la difusión de las normas y 
de las posibilidades que esta ley ofrece. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero decir que no me siento representado por las expresiones 
del señor Presidente y quiero aclarar que cuando hizo referencia a los parlamentarios, yo no soy uno 
de ellos. En lo personal, no estoy de acuerdo con lo que se ha expresado. 


En segundo término, volviendo al artículo 3% -que es el más importante para la aplicación de 
esta ley- considero que distingue claramente las dos situaciones capitales. La primera de ellas, es 
aquella en que el valor del crédito es inferior al valor del bien. Cuando esto sucede, es obvio que la 
celebración de un contrato de estas características no hace caer las deudas que se tiene con otros 
acreedores. Por el contrario, se necesita el consentimiento de esos acreedores para poder proceder a 
la dación en pago. Así se establece específicamente y, además, no podría ser de otra manera, porque 
existen acreedores que tienen la expectativa legítima y lógica de cobrar. 


La otra situación se plantea cuando el valor del crédito es superior al del bien. Este es el gran 
tema y para eso se pensó la ley. En este caso, me parece muy claro que el hecho de que las partes, 
sobre todo los acreedores referidos en el artículo 1” de la ley, acepten la dación en pago, hace caer 
todos los gravámenes e interdicciones que estaban vigentes al momento de la dación en pago y los 
terceros acreedores no tendrán oportunidad de realizar su crédito porque dejan de tener un bien sobre 
el cual poder hacerlo. 


Por estas razones, si se está pensando en exigir condiciones adicionales que puedan 
cubrir la totalidad de la deuda, por más dólares que se gaste en publicitar la ley -tal como lo sugirió 
el señor Presidente, lo que personalmente no comparto- y por más información que se aporte al 


Parlamento, no creo que nos vayan a presentar nunca un ejemplo de alguien que se acoja a esta ley. 
Sin embargo, comparto el planteo del señor Senador Mujica en el sentido de que a través de la dación 
en pago, muy probablemente en el correr del tiempo, debido al valor de la tierra y al factor 
capitalización, cada vez será mayor el valor de la garantía. Pero ese es un tema que los bancos no lo 
tienen en cuenta, ni el Banco de la República ni ninguna institución, pues no van a querer correr ese 
riesgo. En función de ese elemento, todo hace suponer que no van a ingresar en una solución de estas 
características. 


Pues bien, estaremos atentos a lo que ocurra con la aplicación de la ley y, en todo caso, si se 
concreta, tendremos oportunidad de volver a conversar sobre este tema con las autoridades del Banco 
de la República que hoy nos visitan. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MUJICA.- Me gustaría saber si las autoridades del Banco de la República nos pueden dar una 
idea de cómo está el tema de las deudas pequeñas -que, tal vez, involucran poca plata, pero a mucha 
gente- situación que, en su momento, se encaró con una visión social. Somos conscientes de que, por 
ejemplo, en Canelones, en este último tiempo, deben haber liquidado su deuda, aproximadamente 
1.300 pequeños deudores, por cierto una cifra muy importante para el departamento, en la que se 
incluía a productores granjeros. En ese caso, en parte, contribuyeron las quitas instrumentadas por el 
Banco y, también en parte, esa ley vigente -que regirá hasta el año 2015- que permite otorgar un 
subsidio. Entre una cosa y otra, se llegaron a quitas considerables pero, en realidad, en gran medida 
fue un recurso contra la pobreza, porque es gente a la que no se le iba a poder cobrar, y que hubiera 
quedado en la calle. 


De modo que agradezco la información que nos puedan aportar sobre este sector. 


SEÑOR FÉLIX.- A partir de la evaluación del avance del endeudamiento interno aprobada en el año 
2005, a mediados del año pasado se hizo un balance que se presentó en el Parlamento por parte del 
Presidente del Banco, en el que se observó que este problema debía ser analizado desde dos puntos 
de vista. Por un lado, era necesario identificar a aquellos productores rurales con dificultades de 
inclusión social -o sea, aquellos que se encontraban en condiciones de pobreza, como señalaba el 
señor Senador Mujica- y, por otro, buscar una alternativa a los productores que no habían resuelto su 
endeudamiento, algunos de los cuales, tal como se preveía en las pautas, tenían deudas de hasta US$ 
250.000. De ahí surgió esta novedosa herramienta de negociación previa a la subasta. 


Con relación al primer trabajo realizado sobre los pequeños productores con dificultades de 
inclusión social, puedo decir que fue todo un desafío, tanto para el Banco como para el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, pues fue necesario desarrollar un procedimiento para definir 
objetivamente cómo identificábamos a aquellos productores que tenían esa dificultad. A esos efectos, 
se generaron varias instancias de trabajo, hasta que el Banco y el Ministerio suscribieron un acta en la 
que se comprometieron ambas partes a aportar los técnicos para visitar “in situ” cada uno de esos 
potenciales productores, de los cuales la mayoría había tenido que dejar su establecimiento y 
dedicarse a ser empleados, a trabajar en forma zafral o en changas. 


En ese momento, había 3.200 productores. Al día de hoy, cuando llevamos ocho meses de 
trabajo, se ha censado a 1.600 productores y se observa que un tercio de ellos han cancelado sus 
deudas por diversos mecanismos, ya sea por las quitas sustanciales que brindaron las pautas o, como 
decía el señor Senador, por efecto del Fondo Granjero, que fue una herramienta muy importante para 
la cancelación de deudas en este rango. A su vez, en todos los casos se buscó una alternativa viable 
de pago del saldo de deuda que quedaba. 


Aún nos queda otro tanto por recorrer. Hay que tener en cuenta que existen diversas 
dificultades. Por ejemplo, en el Ministerio se necesitan técnicos suficientes como para ir en pareja con 
los técnicos del Banco a hacer su diagnóstico. Esto se está logrando; nuestro objetivo es que antes de 
fin de año todos los rangos queden censados e identificados. Esto no sólo soluciona un tema de 


endeudamiento, sino que al Programa Uruguay Rural, que atiende este tipo de casos, le será muy útil 
identificarlos y se van a generar mecanismos de apoyo técnico y de desarrollo para ese núcleo. 


Esta solución pasa por aislarlos en un fideicomiso. Hoy en día el Banco tiene pendiente la 
autorización del fideicomiso Programa Uruguay Rural, o sea que los casos con dificultades de inclusión 
social van a quedar definitivamente aislados y, además, se les buscará una salida a su medida a partir 
de la posibilidad de desarrollo que tengan. Además, este Programa fue incluido por el Banco en su 
Plan de Responsabilidad Social Empresarial a través del abordaje de los mismos. 


Otro aspecto importante fue el abordaje de la ley y para eso -como expresaron los señores 
Senadores- la comunicación de las Gerencias fue hacia nuestros gerentes regionales. La primera 
comunicación fue que, ante la presentación de las solicitudes, se suspendieran aquellos casos que 
están en condiciones de fijar fecha de remate, esperando un decreto reglamentario y, en forma 
definitiva, generar un mecanismo o proceso en tal sentido, desarrollado y descrito en detalle, que se 
publicará en los medios de prensa. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Quizás no puse especial énfasis, pero para que el señor Senador Gallinal se 
quede tranquilo en cuanto a cuál es el espíritu que se tiene con la aplicación de esta ley, debo 
manifestar que valoramos mucho lo que puede ser dar en pago un bien, conociendo la idiosincrasia de 
quien tiene que entregarlo. Entonces, no es nuestra idea agregarle requerimientos adicionales, sino 
todo lo contrario. Por lo tanto, para el que pueda entrar en esta operativa y esté cediendo un bien, 
conociendo la idiosincrasia de quien lo hace, sabemos que no debe ser fácil. No se nos ocurre pensar 
o agregarle requerimientos adicionales. Es más; habrá situaciones en las que tendremos que 
establecer condiciones excepcionales de quitas en el saldo, pero esto se hará durante el procedimiento 
en cada caso. 


Quería poner énfasis en este tema para que quedara claro cuál es nuestro espíritu. 


SEÑOR MUJICA.- Perdonen, no se trae al Banco de la República a cada rato, ni tampoco se lo debe 
hacer, pero quiero saber cómo está evolucionando el crédito para las áreas rurales -no digo “sector” 
porque esa es una mala palabra y habría que eliminarla, ya que en el área rural hay de todo- es decir, 
para la actividad del campo. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- En el caso del agro, creo que está evolucionando lenta y cautelosamente por la 
pesada carga de endeudamiento que traía, que había sido muy importante. De todos modos, se está 
tratando de que aquellos que solucionen su situación, puedan volver a ser sujetos de crédito. Reitero 
que es un proceso lento, porque los endeudamientos han sido muy grandes, pero va evolucionando 
positivamente. 


Desde nuestro punto de vista, el área agropecuaria tiene el mayor respaldo del Directorio para 
actuar en todo lo que involucre la promoción del crédito y el apoyo a la actividad productiva. 
Naturalmente, quedan los resabios de un endeudamiento que fue muy duro y, cuando uno mira las 
cifras, la propia cantidad hace que haya situaciones en las que no es fácil volver a tomar a la persona 
como sujeto de crédito. A pesar de que ahora la coyuntura es muy favorable, en esos casos hay que 
esperar a lograr ciertos niveles de capacidad. Hay grupos de productores que ya han superado esto e, 
incluso, en el último semestre del año pasado observamos que dentro de los asuntos sin resolver, 
muchos de aquellos que tenían convenios de pago han venido a cancelar, es decir, han optado por un 
pago contado. A aquellos que en su momento tuvieron las dos opciones e hicieron un convenio, la 
coyuntura los llevó a querer cancelar la deuda. Esto es positivo porque habilita a la persona a volver a 
Operar. 


SEÑOR FÉLIX.- Con respecto a lo que indicó el Director Vázquez, quiero decir que, desde el año 2005 
al 2007, la morosidad del sector agropecuario bajó de 31% a 1,6%. Eso quiere decir que no sólo se 
observa un desarrollo del sector y del nivel de cumplimiento que está registrando, sino también algo 
que era muy difícil de revertir, que era el riesgo moral. El riesgo moral en crédito implica detener el 
pensamiento de que, como quien no paga tiene las mejores condiciones, entonces no pago, me atraso 
y las obtengo. En tal sentido, se ha hecho un trabajo muy importante por parte de los gerentes del 


Banco, a todo nivel, y hoy tenemos niveles de morosidad récord por debajo de los estándares. 
Entonces, más allá de las críticas que se han hecho a los gerentes, la eficiencia y la rentabilidad con la 
que han revertido los créditos al sector, ha sido parte de sus trabajos en cada una de las 
dependencias. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera hacer dos preguntas. Cuando se maneja este descenso en los niveles de 
morosidad, ¿se incluyen los casos de los productores que han firmado convenios de refinanciación en 
cumplimiento de los acuerdos suscritos bajo las pautas que se establecieron en mayo de 2005? 


Por otra parte, quisiera saber si entre las pautas que se manejaron en mayo de 2005 se 
establecía la posibilidad de que el deudor que de alguna forma estaba proscrito en el Banco -es decir 
que, aunque refinanciara no recuperaba inmediatamente su habilitación para gestionar nuevos 
préstamos- se considerara de acuerdo con las pautas establecidas, permitiendo que el productor que 
refinanciara o solucionara su endeudamiento no quedara tachado y pudiera reiniciar su relación con la 
institución a través de nuevos créditos. 


SEÑOR LAPAZ.- En la misma línea que el señor Senador Da Rosa, quisiera saber en base a qué 
cantidad de productores o a qué parámetros se establecía el 31% de morosidad. En el mismo sentido, 
quisiera saber si cuando dicen que ahora ha bajado a casi el 1%, es sobre la misma cantidad, o si no 
fueron incluidos los deudores morosos pasados al fideicomiso. 


SEÑOR FÉLIX.- El porcentaje estimado en la baja de morosidad fue respecto a la cartera que no fue 
transferida al fideicomiso, es decir, a la que quedó en el Banco que al 31 de diciembre de 2004 estaba 
vigente. El 60% de esa cartera pertenecía o contenía convenios de pago vigentes; algunos de ellos no 
se mantuvieron vigentes y se les tuvo que aplicar las pautas de endeudamiento interno, lo que 
llamamos “asimilar las pautas de endeudamiento interno”. En algunos casos se pudo cancelar y en 
otros se ajustaron los acuerdos de pago, pero con un comportamiento regular de pagos. Hoy día, la 
composición de la cartera que fue reestructurada, se ha invertido, es decir, que la porción de cartera 
que resta se encuentra en un 40%. Al inicio la relación era de 60% a 40%, y hoy es de 40% a 60%. 


Respecto a la otra pregunta formulada por el señor Senador Da Rosa, quiero señalar que 
frente al advenimiento de las pautas, el Banco realizó un ajuste relativo a cuáles eran las condiciones 
para que los deudores que se ampararan a ellas pudieran volver a ser sujetos de crédito, hecho 
importante que también ha facilitado el ejercicio, el ida y vuelta de disminuir el riesgo moral. En ese 
sentido, el Banco ha sido flexible y se establece que para volver a operar los plazos son de dos años 
en la aplicación de las pautas; pero en los casos en que la evolución de ese productor, su situación 
económico-financiera y su plan de negocio amerite asistirlo antes de ese tiempo, este Directorio ha 
considerado, actuado y resuelto en forma favorable, nuevamente, su asistencia 


En cuanto a la cantidad de deudores que abarca la cartera del Banco de la República, quiero 
señalar que se encuentra en los 4.500. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Respecto a la asistencia al sector y la evolución que éste ha tenido -y que estaba 
en el plan estratégico- quiero decir que la División Agropecuaria en el año 2007 había establecido 
incrementar las colocaciones en un 9%, enfocándose en sectores ganaderos, agrícola-ganaderos, 
arrocero y lechero. Asimismo, se trataba de mantener la participación dentro de lo que es el crédito 
reestructurado e incrementar la cartera sana y las metas que se habían fijado en 46% y 54% en cada 
uno de esos rubros. Al término del año la gestión realizada por la División Agropecuaria ha permitido un 
crecimiento de un 12% en las colocaciones, o sea que superó la meta trazada por la propia División de 
un 9% para el año. También mejoró sustancialmente la relación de 46% y 54%, pasando a tener 61% y 
39%. Es decir que hemos mejorado sustancialmente la cartera y, sobre todo su calidad. Muchos de 
esos casos se deben a que ha habido cancelación de convenios. 


SEÑOR MUJICA.- Sería bueno que se lleven un ruego para estudiar en el Banco con tiempo, el 
warrant, mecanismo que existe en la ley. 


Más allá de ese tema, la atención sobre los grandes granos, al parecer, vino para no irse más. 
Será muy difícil que volvamos a la situación que se dio en la década del sesenta y antes, cuando había 
control de granos y otras políticas. Creo que esa es una etapa de la historia que quedó atrás. De todos 
modos, pienso que debemos tener algún mecanismo plenamente de mercado que permita que el 
Uruguay, cuando haya una cosecha no muy buena, pueda guardarse lo que necesita, con todos los 
riesgos que significa que lo haga la empresa. Tiene que haber un mecanismo que funcione y para ello 
no tenemos que cometer los errores en los que incurrimos en el pasado cuando el Banco de la 
República perdió. Quiere decir que hay que estudiar este asunto. Alguna banca privada estuvo 
trabajando en este tema y sacó sus buenas ganancias, pero me parece que es una exigencia que debe 
plantearse nuestro propio país. 


La mayor parte de los molinos chicos del Uruguay no tiene poder financiero y por otro lado, 
tenemos algunos molinos grandes, que tienen poder financiero y que quedan dueños de la plaza 
porque los chicos no son competencia. Creo que esto no nos conviene. Además, hay que tomar en 
cuenta que las grandes empresas ya están comprando la soja que se va a sembrar en octubre. Quiere 
decir que estamos asistiendo a una nueva manera de trabajar, que ya está operando en el país y está 
determinando una fuerte concentración de quienes manejan este negocio. Ahora bien; en el mercado 
interno esto significa que quien quiere retener algo, no puede hacerlo y eso afectaría a la industria 
pequeña. Queremos que los molinos pequeños, como Caorsi o Santa Rosa, por citar sólo algunos 
molinos chicos que están en plaza, compitan con los grandes porque ello contribuye a establecer un 
control de precios por la vía saludable de la competencia en el mercado. El Banco de la República 
puede hacer mucho en esta materia, pero tiene que pensarlo con tiempo, sobre todo tomando en 
cuenta los golpes que se llevó en el pasado. Si yo fuera bancario y tuviera que defender al Banco, 
miraría esto cuatro veces. 


Entonces, tenemos que tratar de no cometer los mismos errores del pasado y realizar este 
tipo de tareas que cumplen una función muy importante. Pienso que esto es prácticamente lo único que 
podemos hacer. 


SEÑOR DA ROSA.- Aquí se plantea la vieja polémica en el sentido de si el Banco sólo tiene que ser 
comercial o si tiene que cumplir un rol de fomento. Sobre este aspecto, se han sostenido posiciones 
extremas, pero el desafío es cómo se compatibiliza un aspecto con el otro, es decir, que el Banco no 
deje de manejarse con criterios comerciales y empresariales -porque, obviamente, tiene que subsistir 
como Banco- pero al mismo tiempo no deje de cumplir una función de fomento que es muy importante, 
sobre todo para la pequeña y la mediana empresa. 


SEÑOR MUJICA.- El Banco tenía algunos monopolios de hecho, que le garantizaban rentabilidad, pero 
si le sacamos presencia en el comercio exterior y en otros temas, no le podemos pedir después que 
realice fomento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión agradecemos la presencia del Directorio del Banco 
de la República. 


Pensamos que ha sido una reunión provechosa e ilustrativa y, como siempre, les expresamos 
que cuando tengan alguna información relevante para brindar, los vamos a recibir con mucho gusto. 


No habiendo más asuntos para considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 39 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


